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Concepto 5576

Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano YERLYN VALENCIA JIMÉNEZ contra algunas expresiones del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, “Por la cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros permanentes”, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo  demandado):
“LEY 54 DE 1990
(diciembre 28)
 por la cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros permanentes.

El Congreso de Colombia, 

DECRETA:

Artículo  2o. Se presume sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y hay lugar a declararla judicialmente en cualquiera de los siguientes casos: 
a) Cuando exista unión marital de hecho durante un lapso no inferior a dos años, entre un hombre y una mujer sin impedimento legal para contraer matrimonio; 
b) Cuando exista una unión marital de hecho por un lapso no inferior a dos años e impedimento legal para contraer matrimonio por parte de uno o de ambos compañeros permanentes, siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inicio la unión marital de hecho”. 

1. Planteamiento de la demanda

El actor considera que la norma parcialmente demandada vulnera los artículos 5°, 13, 17, 42, 58, 228 y 229 de la Constitución de la Política. Como fundamento de lo anterior, de manera preliminar señala que debe precisarse “la teleología y exégesis de la ‘sociedad patrimonial de hecho entre compañeros permanentes’ y su definición contenida en el Artículo 3 de la Ley 54/90 (sociedad singular, particular y concreta), su igualdad teleológica y exegética con la ‘sociedad civil de hecho entre concubinos’ y su disimilitud con la ‘sociedad conyugal’ (sociedad universal)”, pues advierte que “resulta absolutamente imprescindible integrar su contenido normativo con el de la norma acusada”.

En este sentido, el actor recuerda que la sociedad conyugal se encuentra definida en el artículo 1795 del Código Civil, mientras que la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes está establecida en el artículo 3° de la Ley 54 de 1990 (no demandado), y concluye de éste último que:

“[L]a sociedad patrimonial entre compañeros permanentes es ‘El patrimonio o capital producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos’ de los compañeros permanentes; es decir, se trata de una SOCIEDAD DE HECHO A TÍTULO SINGULAR, particular y concreta, pues para su constitución no se requieren solemnidades como las del contrato de matrimonio (sociedad conyugal), sino que dicha sociedad es consecuencia de los hechos acaecidos durante el diario vivir de los compañeros permanentes; donde la pareja se reparte los gastos y/o labores de hogar, adquiriendo bienes en cabeza de ambos o de uno u otro compañero permanente”.
De igual forma, concluye que “[e]s errada la convicción de que cuando hablamos de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, nos referimos de manera exclusiva a la sociedad universal, igual a la conyugal”, pues explica que “al analizar detenidamente la teleología y exégesis de la Ley 54/1990, nos encontramos con dos situaciones marcadamente diferenciadas”. A lo que agrega (apoyándose para ello en una sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia del 24 de febrero de 2012) que existe una semejanza entre la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y la sociedad civil de hecho entre concubinos, pues:

“El Artículo 3 de la Ley 54/1990 define la sociedad patrimonial como “El patrimonio o capital producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos” de los compañeros permanentes, y ordena que dicho patrimonio ‘pertenece por partes iguales a ambos compañeros permanentes” […apartándose, por lo tanto,] de los postulados de la ‘sociedad universal’[,] contenidos en el Art. 1795 del C.P.C.; circunscribiendo la sociedad patrimonial, no a título universal al igual que la sociedad conyugal (todos los bienes ‘que estuvieren en poder de cualquiera de los cónyuges…’); sino a título singular, particular y concreto, al igual que la sociedad civil de hecho entre concubinos; pues, limita dicha sociedad a ‘El patrimonio o capital producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos’ de los compañeros permanentes; siendo esta, una de las más marcadas desemejanzas con la sociedad conyugal (universal)”.
Así, en resumen el actor considera: (i) que  “la ley 54/1990 fue instituida para plasmar en una norma los derechos patrimoniales de los compañeros permanentes (otrora ‘concubinos’) surgidos con ocasión de la unión marital de hecho (otrora ‘concubinato’); (ii) que el artículo 3° de la misma “plasmó en una norma el concepto de ‘sociedad civil de hecho entre concubinos’, bajo la denominación de ‘sociedad patrimonial entre compañeros permanentes’; y (iii) que la “sociedad patrimonial entre compañeros permanentes’ a que se contrae el Artículo 3 de la Ley 54/1990 […] no es una sociedad UNIVERSAL, sino una sociedad SINGULAR, particular concreta y de HECHO al igual que la sociedad civil de hecho entre concubinos”. 
A partir de lo anterior, acusa a la norma parcialmente demandada de vulnerar la primacía de los derechos inalienables de la persona y la protección de la familia como institución básica de la sociedad (artículo 5° Superior); el derecho a la igualdad (artículo 13); el reconocimiento de la familia como el núcleo fundamental de la sociedad, sus derechos y los derechos de sus integrantes (artículo 42); y la obligación estatal de conceder igualdad de derechos, trato y protección tanto a la unión marital de hecho como a la familia matrimonial (que considera que se desprende del artículo 7° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos-Resolución 217 (III) del 10 de diciembre de 1948); pues considera que la misma:

 “[E]stablece una presunción iuris et de iure que violando los preceptos constitucionales arriba transcritos, injustificadamente privilegia a la familia matrimonial o al compañero permanente que por incuria o deliberadamente dejó sin disolver o liquidar su antigua sociedad conyugal; en detrimento de la familia natural o del otro compañero o compañera permanente que es despojado de todo el patrimonio que con esfuerzo y trabajo adquirió con su compañero o compañera”.

El actor considera, por lo tanto, que hay una presunción de derecho “implícita en la norma acusada […] que establece que si uno de los compañeros permanentes se encuentra casado y no ha disuelto ni liquidado su antigua sociedad conyugal, todos los bienes ‘producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos’ de los compañeros permanentes, que se encuentren en cabeza de aquel que por incuria o deliberadamente dejó sin disolver y/o liquidar su antigua sociedad conyugal, automáticamente pasan a formar parte del haber de la sociedad conyugal o del patrimonio personal del compañero o compañera permanente [del primero]”. Y, en el mismo sentido, advierte que la mencionada presunción también “obliga al Juez de instancia, a negar la declaratoria judicial de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, si uno de los compañeros se encuentra casado y no ha disuelto y/o liquidado su antigua sociedad conyugal […sin] ni siquiera [darle] la oportunidad [al otro compañero] de demostrar […] que los bienes que hacen parte de dicha sociedad patrimonial son ‘producto del trabajo, ayuda y socorro” de ambos compañeros.

De otra parte, manifiesta que “[l]a norma acusada, discrimina a la familia natural (compañero o compañera permanente y/o sus herederos) privilegiando injustificadamente a la familia matrimonial (cónyuges y/o herederos); porque al exigir que para declarar “judicialmente” la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes es requisito sine qua non que la ‘sociedad o sociedades anteriores hayan sido disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho’, se estableció una presunción iuris et de iure a favor de la sociedad conyugal (familia natural)” que también afectará el patrimonio de la persona que forma una sociedad patrimonial con quien no ha disuelto o liquidado una sociedad conyugal anterior.

Como fundamento de esto, aduce que el artículo 42 constitucional reconoce la igualdad de ambos compañeros permanentes, mientras “la norma acusada viola el precepto constitucional porque coloca en desigualdad de condiciones a los compañeros permanentes, privilegiando injustificadamente al compañero o compañera permanente” que no ha disuelto o liquidado una sociedad conyugal anterior. Esto cuando, en su opinión, “no es justo ni equitativo que por el hecho de que uno de los compañeros no quiso disolver o liquidar su anterior sociedad conyugal, el Estado, amparado en la norma demandada, obligue al Juez de instancia a negarse a declarar judicialmente la existencia de la sociedad patrimonial […] lo justo y equitativo sería, que desapareciera del ordenamiento jurídico la norma acusada, para que las partes dentro de un proceso ordinario de declaración y disolución de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, concurran al proceso en igualdad de condiciones, sin privilegios iuris et de iure”.  

Con relación a los artículos 228 y 229 Superiores, el actor reprocha a la norma demandada exigir para la conformación de una sociedad patrimonial la disolución o liquidación de una sociedad conyugal anterior, en tanto que considera que ello “viola flagrantemente el principio constitucional de primacía del derecho sustancial sobre el procesal”; pues ello supone privilegiar el artículo 2° de la Ley 54 de 1990, que considera que “no es más que una norma de carácter procesal”, sobre el artículo 3° de la misma Ley, que entiende como “la norma sustancial donde está definida e instituida la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes”. 

En este sentido, agrega que si la presunción de pertenencia de un bien a la sociedad conyugal admite prueba en contrario, según se establece en el artículo 1795 del Código Civil, no se justifica el requisito de disolución o liquidación de sociedad o sociedades conyugales que establece la norma demandada, ni tampoco la prohibición de reconocer sociedades patrimoniales sin el cumplimiento de este requisito. Menciona, además, el artículo 66 del Código Civil, y los artículos 176 y 177 del Código de Procedimiento Civil, con el propósito de demostrar que los apartes demandados también “violan el principio de economía procesal reconocido por el artículo 2228 de la Constitución […el cual] implica ‘conseguir los resultados del proceso (el establecimiento de la verdad como medio para lograr la realización del derecho sustancial), con el empleo del mínimo de actividad procesal”. 

De otra parte, el actor precisa que, por razón de la presunción contenida en la norma parcialmente demandada, “la jurisprudencia […] ha establecido que el compañero permanente que demande la declaratoria de la sociedad patrimonial, debe iniciar dos procesos, uno de declaración de unión marital de hecho y otro de declaración de ‘sociedad civil de hecho entre concubinos” y advierte que, “aunque [esto] no está implícito en la norma [demandada], es aplicado dentro de la administración de justicia, en detrimento de los principios de economía procesal y derecho a la administración de justicia”. 

Para justificar esto último, manifiesta que si “se trata de evitar el peligro de la confusión entre los bienes pertenecientes a la sociedad conyugal que se dejó sin disolver y liquidar, y los bienes pertenecientes a la sociedad patrimonial pretendida; ese mismo peligro existe dentro de un proceso de declaración de ‘sociedad civil de hecho entre concubinos’”, de donde concluye que “lo idóneo para evitar dicha confusión no es que el Juez de Familia se abstenga de administrar justicia dentro del proceso de declaración de sociedad patrimonial y remita al accionantes ante un Juez Civil en procura de la declaratoria de ‘sociedad civil de hecho entre concubinos’; sino […] hacer uso de los medios probatorios que le ofrece la Ley a los jueces de familia y a las partes dentro del proceso”.  

De conformidad con esto, añade que “las mismas facultades probatorias y procesales las tiene el Juez civil dentro del proceso de declaración de ‘sociedad civil de hecho entre concubinos’ [… y] el Juez de Familia dentro de un proceso de declaración de unión marital de hecho y sociedad patrimonial entre compañeros permanentes”; para lo que también hace alusión al artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, en donde se dispone que la carga de la prueba corresponde a las partes.

El actor también señala que, a partir de los requisitos que el artículo 3° exige para que exista una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, “resulta injusto e innecesario exigirle al demandante que demuestre si su compañero disolvió y liquidó su antigua sociedad conyugal; sobre todo si se tiene en cuenta que ello no depende de su propio arbitrio”.

De otra parte, el actor recuerda que la existencia de unión marital de hecho supone el reconocimiento de singularidad de vida entre los compañeros permanentes durante por lo menos dos años y que, de igual forma, los artículos 154 (numeral 8°) y 167 del Código Civil establecen que la separación de hecho de los cónyuges por ese mismo término es causal de divorcio y tiene como efecto la disolución de la sociedad conyugal. Y, a partir de ello, concluye que, “si la separación definitiva entre los cónyuges ‘disuelve la sociedad conyugal’ (Ar. 167 Ibídem); resulta[n] abiertamente violatorio del derecho a la administración de justicia y del principio de economía procesal, los apartes [demandados] del artículo 2° de la Ley 54/1990”. 

En lo que tiene que ver con los derechos a la propiedad privada y los derechos adquiridos, reconocidos en el artículo 58 Superior, el actor expresa, entre otras con fundamento en la Sentencia C-189 de 2006 de la Corte Constitucional, que “si dentro del proceso de declaración de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes se demuestra, en los términos del Artículo 3 de la Ley 54/90, que como ‘producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos’ de los compañeros permanentes[,] se conformó un patrimonio o capital que[…] “pertenece por partes iguales a ambos compañeros permanentes’, se debería declarar la existencia de la sociedad pretendida, sin importar que uno de los compañeros haya dejado sin disolver y/o liquidar su antigua sociedad conyugal”, lo que no permite la norma demandada y, en su criterio, viola “flagrantemente en los Artículos 17, 42 y 58 Constitucionales”.

Finalmente, respecto de los artículos 17 Superior y 4° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, en donde se establece la prohibición de “la servidumbre y trata de seres humanos en todas sus formas”, el actor manifiesta que la presunción de derecho contenida en las expresiones demandadas:

“[Pone] a los miembros de la sociedad conyugal que se dejó sin disolver y/o liquidar, como beneficiarios a título gratuito y por ministerio de la ley del trabajo, industria y servicio del otro compañero permanente, quien queda reducido a servidor o servidores de los miembros de la sociedad conyugal, sin reconocérsele ‘derechos correlativos a sus prestaciones’, es decir, todo su trabajo y esfuerzo para la adquisición de los bienes pertencientes a la sociedad patrimonial, quedan reducidos a SERVIDUMBRE; pues la norma demandada, ni siquiera tiene en cuenta los recursos en trabajo o en capital que el compañero o compañera permanente reducido a servidumbre, haya aportado para la conformación de la sociedad patrimonial cuya declaratoria se demanda”.                      

 2. Problema jurídico

Corresponde establecer si las expresiones “y no hay lugar a declararla judicialmente” y “siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho”, contenidas en el artículo 2° de la Ley 979 de 2005, resultan contrarias al amparo que la Constitución Política confiere a la familia como institución básica de la sociedad; al principio-derecho a la igualdad; a la prohibición de la servidumbre; al derecho de la familia y a la igualdad de derechos y deberes de sus integrantes; a la prevalencia del derecho sustancial; y al derecho al acceso a la administración de justicia. 

3. Análisis constitucional

En numerosas ocasiones tanto la misma Corte Constitucional como esta Jefatura se han visto obligadas a reiterar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 241 Superior y en el artículo 2° del Decreto 2067 de 1991, toda demanda de inconstitucionalidad debe cumplir con una serie de requisitos sustanciales mínimos, que justifiquen la activación de la jurisdicción constitucional, como son, en resumen: (i) señalar tanto la(s) norma(s) legal(es) demandada(s) como la(s) norma(s) constitucional(es) que se considera(n) vulnerada(s); (ii) sustentar el (los) cargo(s) que se presenta(n) contra la(s) norma(s) demandada(s) con razones claras, ciertas, pertinentes, específicas y suficientes; y precisar por qué la Corte Constitucional es competente para resolver la demanda en cuestión (Ver: Sentencia C-1052 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, entre otras).  

Para el caso de la demanda sub examine, sin embargo, y contrario a lo que brevemente sostuvo al admitir la demanda el entonces Magistrado Sustanciador, Alexei Julio Estrada, por medio de Auto del 11 de abril de 2013, esta Vista Fiscal considera que estos requisitos no han sido satisfechos. 

Por el contrario, tal y como puede advertirse con la simple lectura del extenso resumen de la demanda que se hizo en el primer apartado de este escrito, si bien el actor identificó cuáles eran las expresiones que demandaba del artículo 2° de la Ley 54 de 1990 (modificada por el artículo 1° de la Ley 979 de 2005), así como cuáles eran las normas constitucionales que consideraba vulneradas por estas expresiones, de su argumentación resulta evidente que sus reproches en realidad no se dirigen contra las expresiones demandadas, sino contra una presunción o presunciones de derecho que él mismo considera que se encuentran “implícitas” en las expresiones o en la norma parcialmente demandada, y esto por razón de los efectos jurídicos que él subjetivamente le asigna a esta supuesta presunción, así como por sus consideraciones personales sobre la justicia y conveniencia de estas consecuencias. 

En efecto, como salta a la vista, el artículo 2° de la Ley 54 de 1990, en su nueva redacción, tan solo (i) establece en qué casos “[s]e presume la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes” y (ii) cuándo esta sociedad, por razón de aquella presunción, puede declararse judicialmente, citando entre esos casos en su literal b): “la existencia de una unión marital de hecho por un lapso no inferior a dos años e impedimento legal para contraer matrimonio por parte de uno o de ambos compañeros permanentes, siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho”. 

Sin embargo la norma demandada no regula, en forma alguna, la circunstancia del “compañero permanente que por incuria o deliberadamente dejó sin disolver o liquidar su antigua sociedad conyugal” o del compañero permanente que “no quiso disolver o liquidar su anterior sociedad conyugal”; ni tampoco establece que “todos los bienes ‘producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos’ de los compañeros permanentes, que se encuentren en cabeza de aquel que por incuria o deliberadamente dejó sin disolver y/o liquidar su antigua sociedad conyugal, automáticamente pasan a formar parte del haber de la sociedad conyugal o del patrimonio personal del compañero o compañera permanente [del primero]”, ni tampoco “obliga al Juez de instancia, a negar la declaratoria judicial de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, si uno de los compañeros se encuentra casado y no ha disuelto y/o liquidado su antigua sociedad conyugal […sin] ni siquiera [darle] la oportunidad [al otro compañero] de demostrar […] que los bienes que hacen parte de dicha sociedad patrimonial son ‘producto del trabajo, ayuda y socorro” de ambos compañeros permanentes; como lo sostiene el accionante. 

Por el contrario, la norma parcialmente demandada se limita a establecer unas condiciones generales y objetivas para establecer cuándo puede presumirse la existencia de la sociedad patrimonial propia de la unión marital de hecho, manteniendo vigentes y respetando los efectos patrimoniales legalmente establecidos tanto para las sociedades conyugales como para estas mismas sociedades patrimoniales, y en forma alguna prohíbe o impide demostrar que, en un caso concreto, una persona pudo haber adquirido o formado un determinado patrimonio con alguien que tiene una sociedad conyugal o patrimonial vigente con otra (tercera) persona. 

Lo anterior, en tanto que no es lo mismo establecer legalmente cuándo se puede presumir que existe una sociedad patrimonial, a legalmente desconocer o prohibir su existencia. Y presumir que determinados bienes hacen parte de la sociedad conyugal o de la sociedad patrimonial (asunto al que no se refieren las expresiones demandadas), tampoco equivale a prohibir o impedir que terceras personas tengan medios legales y procesales para demostrar que determinado(s) bien(es) le(s) pertenece(n) y, por tanto, no hace(n) parte de esa sociedad (conyugal o patrimonial) específica.          

Por lo tanto, siendo equivocadas las premisas anteriores, en tanto que las mismas no se desprenden del texto de la norma parcialmente demandada, tampoco son correctas ni pertinentes los efectos que el actor le atribuye a la misma, como es decir que ésta: 
(i) “[I]njustificadamente privilegia a la familia matrimonial o al compañero permanente que por incuria o deliberadamente dejó sin disolver o liquidar su antigua sociedad conyugal […]en detrimento de la familia natural o del otro compañero o compañera permanente que es despojado de todo el patrimonio que con esfuerzo y trabajo adquirió con su compañero o compañera”; 

(ii) “[D]iscrimina a la familia natural (compañero o compañera permanente y/o sus herederos) privilegiando injustificadamente a la familia matrimonial (cónyuges y/o herederos); 

(iii) Afecta el patrimonio de la persona que forma una sociedad patrimonial con quien no ha disuelto o liquidado una sociedad conyugal anterior; 

(iv)   “[C]oloca en desigualdad de condiciones a los compañeros permanentes, privilegiando injustificadamente al compañero o compañera permanente”; 

(v) Privilegia el artículo 2° de la Ley 54 de 1990 sobre el artículo 3° de la misma Ley; y, mucho menos, 

(vi) Pone “a los miembros de la sociedad conyugal que se dejó sin disolver y/o liquidar, como beneficiarios a título gratuito y por ministerio de la ley del trabajo, industria y servicio del otro compañero permanente, quien queda reducido a servidor o servidores de los miembros de la sociedad conyugal, sin reconocérsele ‘derechos correlativos a sus prestaciones’, es decir, todo su trabajo y esfuerzo para la adquisición de los bienes pertencientes a la sociedad patrimonial, quedan reducidos a SERVIDUMBRE”.

De igual forma, tampoco es pertinente ni suficiente para despertar una duda mínima sobre la exequibilidad de las expresiones demandadas la consideración que hace el actor respecto de que “la jurisprudencia […] ha establecido que el compañero permanente que demande la declaratoria de la sociedad patrimonial, debe iniciar dos procesos, uno de declaración de unión marital de hecho y otro de declaración de ‘sociedad civil de hecho entre concubinos”, pues, como él mismo lo reconoce, esto “no está implícito” en la norma parcialmente demandada. Como tampoco lo son sus consideraciones subjetivas sobre la no idoneidad y necesidad de la norma demandada, o sobre su apreciación respecto de lo que ésta “debería” decir para resolver una eventual confusión entre los bienes que pertenecen a una sociedad conyugal anterior y una pretendencia nueva sociedad patrimonial, pues esto no es lo que regula la norma demandada
.  

Por lo tanto, en concepto de esta Vista Fiscal, aunque el actor acierta al distinguir entre (a) la sociedad patrimonial universal que se constituye para la sociedad conyugal que se conforma por virtud del contrato de matrimonio celebrado entre un hombre y una mujer (artículo 42 Superior y artículo 113 del Código Civil) y (b) la sociedad patrimonial particular, singular y concreta que se constituye entre el hombre y la mujer que conforman una unión marital de hecho (artículo 1° de la Ley 54 de 1990) o entre una pareja de personas del mismo sexo, a quienes en la Sentencia C-075 de 2007 se extendió el régimen patrimonial
 contenido en la Ley 54 de 1990 para las uniones maritales de hecho; se equivoca al interpretar las expresiones demandadas, pues les asigna un sentido, significado y alcances que no se desprenden del texto literal de las mismas y, por tanto, impiden una confrontación directa y objetiva entre éstas y las normas constitucionales que se invocan como vulneradas. 

Tan es así, que el efecto que tendría declarar inexequibles las expresiones demandadas sería que (i) ya no habría lugar a declarar judicialmente la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y (ii) que esta sociedad patrimonial se presumiría cuando se cumpliera el mismo supuesto fáctico, esto es, la unión marital de hecho por un lapso de tiempo no menor a dos años, sin perjuicio de que exista o no impedimento legal para contraer matrimonio de uno o de ambos compañeros permanentes (en tanto que se equipararían el literal a) y el literal b) del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, cuya actual distinción precisamente tiene que ver con la existencia o no existencia del mencionado impedimento); lo que en forma alguna ampararía las instituciones y derechos fundamentales contenidos en las normas constitucionales invocadas.

Finalmente, debe advertirse que mientras en el primer resuelve de la Sentencia C-098 de 1996 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz), la Sala Plena de la Corte Constitucional declaró exequible las expresiones “para todos los efectos civiles, se denomina unión marital de hecho, la formada entre un hombre y una mujer, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular” e “[i]gualmente, y para todos los efectos civiles, se denominan compañero y compañera permanente, al hombre y la mujer que forman parte de la unión marital de hecho”, contenidas en el artículo 1° de la Ley 54 de 1990; en la ya citada Sentencia C-075 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), la Sala Plena de la Corte Constitucional declaró exequible la Ley 54 de 1990, “tal como fue modificada por la Ley 979 de 2005” (parte resolutiva, subrayas fuera del texto), por lo que también podría decirse que, con respecto a las expresiones demandadas del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, precisamente modificado por la Ley 979 de 2005, ya se ha configurado la cosa juzgada constitucional (artículo 243 Superior).         
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre las expresiones demandadas del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, modificado por el artículo 1° de la Ley 979 de 2005. 

De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/ABG
� En este sentido debe reiterarse que el artículo 2° de la Ley 54 de 1990, en su actual redacción, únicamente establece cuándo se presume la sociedad patrimonial, más no cuándo ésta existe, y que es el artículo 3° de la misma Ley, también citado pero no demandado por el actor constitucional, el que establece que “[e]l patrimonio o capital producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos pertenece por partes iguales a ambos compañeros permanentes” y cuáles bienes no formarán parte del haber de la sociedad (Parágrafo), mientras que el artículo 4° (tampoco demandado) establece que “[l]a existencia de la unión marital de hecho se establecerá por los medios ordinarios de prueba, consagrados en el Código de Procedimiento Civil y será de conocimiento de los jueces de familia, en primera instancia”.


� En efecto, tal y como se deduce tanto del texto de la Sentencia C-075 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), como de las aclaraciones y salvamentos de voto que se hicieron a la misma, es evidente que esta decisión judicial (i) no estableció que las parejas del mismo sexo pudieran constituir uniones maritales de hecho y (ii) se limitó a extender para las primeras únicamente los efectos patrimoniales de las segundas, pero no todos sus efectos civiles. En el mismo sentido, en el comunicado de prensa del 7 de febrero de 2007, por medio del cual se informó de esa misma Sentencia, expresamente se señaló que “esta decisión se circunscribe al régimen legal de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes regulado en la Ley 54 de 1990 y modificado por la Ley 979 de 2005 y por lo tanto, no cobija otras materias jurídicas” (subrayas fuera del texto).


No sobra mencionar, además, que confirmando la distinción señalada entre la unión marital de hecho y la conformación de una pareja por personas del mismo, en la Sentencia C-283 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) la Sala Plena de Corte Constitucional resolvió “EXHORTAR al Congreso para que legisle de manera sistemática y ordenada sobre las materias relacionadas con las uniones maritales de hecho y las parejas del mismo sexo”. Y que, en el mismo sentido, en la Sentencia C-577 de 2011 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), la misma Corporación exhortó al Congreso de la República “para que antes del 20 de junio de 2013 legisle, de manera sistemática y organizada, sobre los derechos de las parejas del mismo sexo con la finalidad de eliminar el déficit de protección que, según los términos de esta sentencia, afecta a las mencionadas parejas”, lo que claramente indica que los derechos de estas parejas no se encuentran integralmente protegidos por la Ley 54 de 1990. 
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